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1. ASPECTOS GENERALES DEL PAÍS.  CARACTERIZACIÓN DE LAS PERSONAS CON  DISCAPACIDAD Y SUS FAMILIAS.

1.1
Datos Generales

La República Oriental del Uruguay es un país de América del Sur cuyo territorio es el segundo más pequeño del sub-continente, con una superficie de 176.215 km². 

Para las Naciones Unidas es el país de Latinoamérica con el nivel de alfabetización más alto.

Según un estudio de la organización Transparencia Internacional es el segundo país de Latinoamérica (después de Chile) que posee el menor índice de percepción de la corrupción. Según el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) es el tercer país de Latinoamérica (después de Argentina y Chile) que posee el mayor Índice de Desarrollo Humano (IDH).

También es el país de Latinoamérica (junto con Costa Rica) con la distribución de ingreso más equitativa entre el 10% más rico y el 10% más pobre. Asimismo es el cuarto país de Latinoamérica (después de Cuba, Costa Rica y Chile) con la esperanza de vida más alta.

Es el tercer país de Latinoamérica (después de Argentina y Chile) con el PBI (PPA) per cápita más alto.

1.2
Datos Socio-demográficos
El Uruguay es un país de 3.241.003 habitantes en el que las personas de 60 o más años representan el 18% de la población total y los Adultos Mayores (65 o más) son el  13%.

El 91% de su población vive en el área urbana y su población rural asciende a 266.289 personas. En su Capital, Montevideo viven 1.325.968 y en los restantes 18 Departamentos del Interior del país viven 1.915.035 personas.

La población que vive en asentamientos irregulares es de 174.793 personas (5% del total) de las cuales 133.545 (77%) lo hacen en asentamientos de Montevideo.

El tamaño medio del hogar para el total del país es de 3 personas en tanto que en los hogares de asentamientos irregulares es de 3,8 personas llegando a 4,8 personas en algunos departamentos del interior.
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DE

EDADES Total Hombres Mujeres

Total 3.241.003 1.565.533 1.675.470

0 a 4 242.582 123.874 118.708

5 a 9 268.951 137.462 131.489

10 a 14 264.073 134.877 129.196

15 a 19 257.955 131.194 126.761

20 a 24 242.297 121.521 120.776

25 a 29 241.654 119.609 122.045

30 a 34 217.801 107.634 110.167

35 a 39 201.825 98.388 103.437

40 a 44 211.890 103.387 108.503

45 a 49 191.731 93.147 98.584

50 a 54 176.031 84.314 91.717

55 a 59 149.775 70.952 78.823

60 a 64 141.457 65.586 75.871

65 a 69 122.377 54.233 68.144

70 a 74 118.627 49.919 68.708

75 a 79 87.848 34.928 52.920

80 a 84 58.887 21.269 37.618

85 a 89 29.133 9.112 20.021

90 a 94 12.689 3.331 9.358

95 o más 3.420 796 2.624

Población en el censo de 2004 por sexo, según 

grupos quinquenales de edades.


2. SITUACIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL URUGUAY:
En el Uruguay no existían datos estadísticos sobre las personas con discapacidad. En el año 2004 se desarrolló la primera Encuesta Nacional de Personas con Discapacidad cuya planificación y ejecución estuvieron a cargo de la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado y del Instituto Nacional de Estadísticas.

De dicha encuesta surge que:

La prevalencia de la discapacidad alcanza al 7.6% de la población total residente en hogares particulares urbanos de localidades de 5.000 o más habitantes (aproximadamente un 82% de la población total del país).

En cifras absolutas la población con al menos una discapacidad se estima en 210.400 personas.

Las grandes áreas geográficas no acusan diferencias significativas en cuanto a la prevalencia, un 7.7% para Montevideo (Departamento y Ciudad Capital del país) y 7.5% para el Interior Urbano.

El sexo y la edad marcan comportamientos diferenciales. La prevalencia de la discapacidad en la población total de mujeres es superior a la de los varones: 8.2% contra 7%. Sin embargo al considerar la edad, la población masculina menor de 30 años presenta mayor incidencia de la discapacidad que la femenina de esas mismas edades, situación que se equilibra entre los 30 y 49 años para luego revertirse en las edades adultas mayores.

El aumento de la discapacidad con el avance de la edad y en particular a partir de los 65 años muestra la incidencia de la discapacidad en el contexto del envejecimiento demográfico. La cuarta parte de la población adulta mayor padece alguna discapacidad. 

Con el aumento de la esperanza de vida, aumentan también los años vividos con discapacidad de las personas que la adquirieron desde el nacimiento o a edades muy tempranas. Con los años agregados a la vida aumenta el riesgo de adquirir una discapacidad en las edades avanzadas, como secuela de alguna enfermedad o por el deterioro de las capacidades funcionales al envejecer.

De las personas que declaran al menos una discapacidad el 57% son mujeres. Esta predominancia femenina se acentúa en la población montevideana (60%) mientras que en el Interior Urbano es significativamente menor (54%).

Algo más de la mitad de la población con al menos una discapacidad (50.8%) tienen 65 años o más de edad. Le sigue la población de 50 a 64 años (18.4%) y los adultos de 30 a 49 (12.9%) en tanto que los niños, adolescentes y jóvenes representan el 17.9%.

La importancia relativa de los niños y adolescentes con discapacidad es mayor en el Interior Urbano. Mientras que en el grupo de adultos mayores Montevideo supera al Interior.

La mayoría de la población con discapacidad (66%) padece una sola discapacidad, en tanto el 34% presenta dos o más discapacidades. Este porcentaje se mantiene independientemente del sexo y del área geográfica considerada.

Respecto a la discapacidad declarada como principal, el mayor porcentaje (31.3%) refiere a las dificultades para caminar, ya sea el no caminar o el tener limitaciones para movilizarse. En orden de importancia le siguen la visión (ceguera o limitaciones para ver) y la audición (sordera o limitaciones para oír) que representan el 25% y el 13.6% respectivamente.

El sexo marca algunas diferencias importantes en algunas discapacidades:

Es mayor el porcentaje de mujeres que presentan discapacidad visual y motora. Esto resulta acorde con una población envejecida en la que predominan las mujeres en la población adulta mayor. Por su parte las limitaciones mentales que dificultan el aprendizaje se presentan con mayor peso entre los varones.

En cuanto al origen de la discapacidad declarada por las personas como principal, más de la mitad (51.2%) considera que la misma se origina en una enfermedad y el 20.8% la considera de nacimiento. El 17.5% atribuye su origen al envejecimiento y un 9.4% como secuelas de accidentes.

Las mayoría de las mujeres (54.2%) atribuyen su discapacidad a una enfermedad y casi la quinta parte al envejecimiento. En los varones estos porcentajes son menores: 47.2% declara que su discapacidad se origina en una enfermedad y la cuarta parte la considera de nacimiento. También los accidentes son causa de mayor discapacidad entre los varones.

En relación a la cobertura de las necesidades de asistencia o ayuda que las personas con discapacidad demandan para desarrollar algunas actividades funcionales del diario vivir, el desplazarse fuera del hogar concentra el mayor porcentaje (40%). Respecto a las otras actividades investigadas el 20% de la población con discapacidad requiere ayuda de otra persona tanto para cuidarse a sí misma como para integrarse al aprendizaje. 

Estas categorías no son mutuamente excluyentes por lo cual una misma persona puede necesitar ayuda para realizar una o más actividades funcionales.

De las personas que declaran necesitar ayuda y no recibirla los mayores porcentajes se dan respecto a la integración al aprendizaje y el relacionamiento con los demás en un 15.1% y 9.6% respectivamente. Con porcentajes inferiores le siguen desplazarse fuera del hogar 8.0%, desplazarse dentro del hogar 5.2% y cuidarse a sí mismo 5.1%.

2.1
Cobertura de salud
Al igual que para la población total la cobertura de salud para la población con discapacidad es casi universal alcanzando al 99%.
En relación a los centros de asistencia el sector público (MSP u Hospital de Clínicas) atiende casi la mitad de la población con discapacidad, las Mutualistas dan atención al 42%, en tanto que el 9% se atiende en otros centros.
El 38.2% de la población con discapacidad se encuentra afiliada a un servicio de emergencia médica móvil, independientemente de que posea cobertura total o parcial de algún centro de asistencia. Dicho porcentaje es un 24% superior al registrado para el resto de la población.
2.2
Educación
Considerando las edades entre 4 y 15 años que abarcan el ciclo primario con educación inicial y el secundario básico, el porcentaje de población con discapacidad que asiste a un establecimiento educativo (88.0%) es siete puntos porcentuales menor que el registrado para la población sin discapacidad.
Si se excluye la educación inicial y se adicionan las edades correspondientes al ciclo secundario completo (6 a 18 años) la brecha de puntos porcentuales aumenta a nueve puntos, al tiempo que se reduce, para ambas poblaciones, el porcentaje de población asistente (81.8% y 90.6% para la población con y sin discapacidad respectivamente).
El alto porcentaje de personas con discapacidad de 25 años o más de edad que carecen o tienen muy bajo nivel de instrucción (37.7%), contrasta con el observado para la población sin discapacidad (12.6%).
Un 32% alcanza la enseñanza primaria completa que parece ser un primer límite para la población con discapacidad. Al aumentar el nivel de instrucción las diferencias entre las poblaciones con y sin discapacidad se acentúan, llegando al nivel secundario completo o más con 19 puntos porcentuales de diferencia.

2.3
Mercado de trabajo
2.3.1
Actividad económica
Solamente la quinta parte de la población con discapacidad de 14 años o más años participa en el mercado de trabajo. Su tasa de actividad es muy baja en relación a la población sin discapacidad (19.6% contra 62.4%).

Las diferencias de género en la participación en la actividad económica se acentúan. Mientras en los hombres la tasa de actividad de los que presentan discapacidad es 184% menor que los que no la presentan, en las mujeres dicho porcentaje se eleva al 244%.

Tanto para Montevideo como para el Interior Urbano la tasa de actividad de la población con discapacidad registra similares valores (19.3 y 20% respectivamente).

Las tasas de actividad por edades se ajustan al patrón de comportamiento general, aunque con niveles muy inferiores.

2.3.2
Empleo
Solamente un 16.5% de la población con discapacidad económicamente activa está empleada, porcentaje que contrasta con el observado para la población sin discapacidad (53.4%). Dichos porcentajes se mantienen prácticamente invariables tanto para Montevideo como para el Interior Urbano.

Al igual que lo observado para la tasa de actividad las diferencias de género en el empleo son significativas. La tasa de los varones con discapacidad se sitúa en 22.4% mientras que para las mujeres se registra un valor de 12.3%.

2.3.3
Desempleo
El desempleo no es una variable notoriamente discriminante entre las poblaciones con o sin discapacidad. Mientras la primera registra una tasa de 16% para la segunda era de 14.3%, para Abril del año 2007 la tasa general es de 9,7%.

Las diferencias de género son menores entre la población con discapacidad desempleada que entre la población sin discapacidad en estas mismas condiciones. La diferencia entre las tasas de desempleo de hombres y mujeres con discapacidad es de 5.3 puntos mientras la correspondiente a la población sin discapacidad es de 7 puntos. 

En Montevideo la tasa de desempleo se sitúa en similar valor para las poblaciones con o sin discapacidad (14%). Para el Interior Urbano el desempleo es algo más elevado para la población discapacitada (18%) contra 14.6% de la que no presenta discapacidad.

El comportamiento del desempleo por edades sigue el patrón general, aunque con un nivel más bajo para la población sin discapacidad. 

2.3.4
Ingresos personales
Un 86.9% de la población de 14 años o más de edad con discapacidad percibe algún tipo de ingreso, mientras que en la población sin discapacidad este porcentaje es menor (74.9%).

Dentro de las personas de estas edades que perciben algún tipo de ingresos, al considerar el promedio del ingreso por todo concepto, las personas con discapacidad están relativamente en una situación menos favorable que el resto de la población ya que su ingreso es un 27% inferior.

En la población con discapacidad las diferencias de género en relación al ingreso personal tienen poca relevancia, mientras que en la población sin discapacidad, las mujeres perciben un ingreso significativamente menor que los hombres.

El promedio de ingresos por trabajo, de la población con discapacidad, es 37% inferior al que percibe por este concepto la población restante. 

Más de la mitad (53.2%) de la población de 14 años y más de edad con discapacidad percibe ingresos por transferencias (pensiones por invalidez, compensaciones por accidentes laborales, becas, subsidios o donaciones de instituciones, ayudas familiares o contribuciones de otros hogares)
./. En la población sin discapacidad las transferencias alcanzan únicamente al 20.8%.

2.4
Hogares
La quinta parte de los hogares particulares en localidades de 5.000 o más habitantes tiene entre sus integrantes al menos una persona con discapacidad.

Dicho porcentaje es algo superior para el Interior Urbano (21.4% contra 20.1% para Montevideo).

La mayoría de los hogares que albergan personas con discapacidad tienen solamente una persona en esta situación. Con dos personas hay un 11% y con tres o más, un 1%.

Esta estructura se mantiene similar tanto para Montevideo como para el interior Urbano del País.

2.4.1
Hogares e ingresos
Casi la mitad (48%) de las personas con discapacidad pertenecen a los hogares de menores ingresos ubicados en el primer y segundo quintil de ingresos y solamente un 30% se ubican en el cuarto y quinto quintil. Esta situación contrasta con la posición del resto de la población donde el 43.2% se sitúa en los quintiles de ingresos más altos y solamente el 35% en los más bajos.

Sin embargo, ordenados los hogares por ingreso per cápita del hogar las diferencias en la distribución del ingreso entre la población con o sin discapacidad en los quintiles más bajos, son menos significativas que al considerar el ingreso total del hogar y prácticamente desaparecen en los quintiles de ingresos más altos. Esto se explica porque al tomar el ingreso per cápita del hogar, aquellos hogares con menos integrantes tienden a distribuirse mayoritariamente en los quintiles de ingresos más altos. Son precisamente estos hogares los que concentran más población adulta mayor y donde prevalecen las personas con alguna discapacidad.

3. CARACTERÍSTICAS DE LA ATENCIÓN A LA DISCAPACIDAD EN EL URUGUAY DE HOY
En marzo de 2005 asumió por primera vez en Uruguay un Gobierno Progresista, a partir de una elección presidencial y de representantes nacionales en la que el actual partido de Gobierno alcanzó el 50,6% del total de sufragios emitidos, siendo el actual Presidente y su Partido el más votado en los últimos años de la democracia uruguaya.

Este notable apoyo al Programa de Gobierno previamente elaborado, brinda un enorme sustento y legitima de esta forma todas las Políticas que en el área socio-sanitaria procuran mejorar la calidad de vida para las Personas con Discapacidad.

En este sentido corresponde señalar el impulso otorgado a la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado y a sus Comisiones Departamentales que funcionan en la órbita del Ministerio de Salud Pública, la creación del Programa Nacional de Discapacidad en Marzo de 2005 dependiente de la Dirección General de la Salud del MSP, y la asignación a dicho Programa de la gestión e intervención de centros e institutos de rehabilitación para Personas con Discapacidad Neuro-músculo-esquelética y Sensorial.

3.1
Definición de Discapacidad
De acuerdo con la Ley 16.095 se utiliza la siguiente definición: ” Artículo 2º. (Concepto de discapacidad).- Se considera discapacitada a toda persona que padezca una alteración funcional permanente o prolongada, física o mental, que en relación a su edad y medio social implique desventajas considerables para su integración familiar, social, educacional o laboral.” En la actualidad se encuentra en proceso el análisis de las distintas clasificaciones internacionales (especialmente la CIF) a efectos de adoptar aquella clasificación que incluya definiciones de discapacidad y de dependencia que involucre los aspectos sociales y medioambientales como una dimensión fundamental de las mismas, más allá de la definición médica que se consideró durante los últimos años.

3.2
Amparo Legal de las Personas con Discapacidad
Existe una amplia normativa vigente que brinda amparo a las PCD, comenzando por la Constitución de la República Oriental del Uruguay que garantiza la protección de las personas con discapacidad. Varios artículos consideran directa o indirectamente esta situación.

3.2.1
Leyes
Un conjunto de Leyes específicas se ocupan de legislar en favor de este colectivo social, de la normativa vigente se destaca:

La Ley Nº 16.095, que crea el “Sistema de Protección Integral a las Personas Discapacitadas” (Ley Madre del tema de la Discapacidad) fue sancionada en octubre de 1989 y se basó en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos. Esta ley ofrece protección integral a las PCD y para ello mediante la misma se creó la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado que es el organismo coordinador de la política sobre discapacidad. El Decreto 431/999 establece mecanismos para verificar el cumplimiento de algunos artículos de la ley original.  Otros artículos no han sido reglamentados aún, no obstante esto se han comenzado a cumplir  muchos de sus objetivos a partir de Marzo de 2005. 

La Ley Nº 16.095 también refiere explícitamente a los derechos de las PCD, que se mencionan a continuación: 

· “al respeto a su dignidad humana, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y deficiencias;

· a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible;

· a la adopción de medidas destinadas a permitirle lograr la mayor autonomía;

· a recibir atención médica, psicológica y funcional, incluidos los aparatos de prótesis y ortopedia, a la readaptación médica y social, a la educación, formación y readaptación profesionales y a su colocación laboral;

· a la seguridad económica y social y a un nivel de vida decoroso;

· a vivir en el seno de su familia o de un hogar sustituto;

· a ser protegido contra toda explotación, toda reglamentación o todo trato discriminatorio, abusivo o degradante;

· a contar con el beneficio de una asistencia letrada competente, cuando se compruebe que esa asistencia es indispensable para la protección de su persona y bienes y si fuere objeto de una acción judicial deberá ser sometido a un procedimiento adecuado a sus condiciones físicas y mentales.”

En relación con estos derechos, se consagran disposiciones en una amplia gama de temas, entre las cuales se encuentran áreas de servicio, programas en materia de transporte, accesibilidad, capacitación de los prestadores de servicios, previsión social, prevención de discapacidad y sensibilización de la población general.

La Ley Nº 13.102 de fecha 18/10/1962 que establece la importación directa de automóviles especiales nuevos o usados exonerados de impuestos para Personas con Deficiencias importantes.

Ley Nº 16.074 de fecha 10/10/1989 que impone la obligatoriedad del seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y que regula todo lo relativo a siniestros en actividad, indemnizaciones y rentas permanentes.

Ley Nº 16.713 de fecha 03/09/1995 mediante la cual el Sistema de Seguridad Social cubre los riesgos de invalidez, vejez y sobrevivencia.

La Ley Nº 17.003 de fecha 14/09/1998 donde se declara el día 9 de Diciembre de cada año como “Día nacional de la Persona con Discapacidad”.

La Ley Nº 17.106 de fecha 21/05/1999 que reglamenta el cobro por un familiar o curador de la Pensión por Discapacidad cuando esta no permite a la Persona dirigirse a sí misma. 

La Ley Nº 17.266 de fecha 22/09/2000 mediante la cual se autoriza la compatibilidad entre la actividad del Discapacitado en cualquier forma pública o privada con la Pensión por Invalidez.

La Ley Nº 17.378 de fecha 25/07/2001 establece la protección de las Personas Sordas y reconoce oficialmente la Lengua de Señas Uruguaya como lengua natural de estas personas y de sus comunidades en todo el territorio de la República.

La Ley Nº 17.497 de fecha 24/05/2002 dispone que todos los edificios construidos por convenio con el Estado deben ser accesibles para las personas con discapacidad.

3.2.2
Decretos y Resoluciones
3.2.2.1
Decretos Municipales (IMM)
Decreto Nº 22.367 (Junta Departamental de Montevideo) de fecha 29/08/1985 que crea el Carné Gratuito para PCD para viajar en el transporte colectivo capitalino.

Decreto Nº 22.463 (Junta Departamental de Montevideo) de fecha 24/10/1985 mediante el cual se crean las normas para la eliminación de las barreras arquitectónicas y urbanísticas.

Decreto Nº 22.515 (Junta Departamental de Montevideo) de fecha 28/11/1985 mediante el cual se exonera el pago de empadronamiento y patente de rodado de los vehículos importados al amparo de la Ley Nº 13.102. 

3.2.2.2
Resoluciones de la I. M. de Montevideo
Res. Nº 3.098 de fecha 24/06/1991 régimen para viajar gratuitamente en el transporte colectivo de pasajeros capitalinos.

Res. Nº 4.038 de fecha 32/10/1999 que reglamenta la Licencia de Conducir para PCD.

Existe una resolución municipal de Montevideo que contiene una protección destinada a evitar la discriminación en el otorgamiento de licencias de conducir a personas sordas.

3.2.2.3
Resoluciones de la I. M. de Canelones
Res. Nº 3.282 de fecha 28/07/1986 que exonera del pago de empadronamiento y patente para vehículos de discapacitados.

Ordenanza y Resoluciones del Ministerio de Salud Pública:

Ord. Nº 13 de fecha 02/03/1984 que aprueba el reglamento para la Asistencia familiar de Alienados.

3.2.2.4
Resoluciones del MSP
Res. Nº de fecha 30/12/1998 mediante la cual se establece la obligatoriedad de las instituciones de Asistencia Médica Colectiva de brindar entre sus servicios la implantación de lentillas intraoculares.

3.2.2.5
Resoluciones de Entes Autónomos
La Resolución Nº 878/98, Acta Nº 1.748 de la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL) ofrece una determinada cantidad de pulsos telefónicos sin cargo a las personas con discapacidad que sean titulares de una línea telefónica.

3.2.2.6
Otras
El Instituto de Niño y del Adolescente del Uruguay (INAU) tiene la responsabilidad de recibir y registrar  todas las denuncias de abuso o maltrato a menores con Discapacidad.

3.2.3
Normas Internacionales ratificadas por el Uruguay
Además Uruguay ha suscrito y ratificado normas internacionales de la Asamblea General de las Naciones Unidas, entre las que se destacan las Normas Uniformes de Naciones Unidas, aprobadas el 30/12/1993. Uruguay firmó también la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 22 de noviembre de 1969 y la ratificó mediante la sanción de la Ley 15.737 el 19 de abril de 1985. 

La Convención Interamericana para la eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad fue aprobada por el Senado y la Cámara de Representantes el 24 de mayo de 2001 mediante la Ley 17.330. El instrumento de ratificación fue depositado el 20 de julio del mismo año.

Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad de la Naciones Unidas aprobado por la Asamblea General de ONU el 03/12/1982.

Declaración de los Derechos del Niño, ratificada por Uruguay el 28/11/1990 a través de la Ley Nº 16.137.

Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño adoptado por la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia el 30/11/1990.

Declaración de Santiago de Chile para Personas con Discapacidad y Adultos Mayores en el área Iberoamericana en Octubre de 1993.

La Declaración de Salamanca de fecha 07/10/1994

El Compromiso de Montevideo del 29 de Abril de 1995 que realiza el seguimiento de la Declaración de Managua.

El Compromiso de Panamá con las Personas con Discapacidad en el continente Americano.

La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las Personas con Discapacidad de fecha 07/06/1999.

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas fue adoptada el 13 de diciembre de 2006, durante el sexagésimo primer periodo de sesiones de la Asamblea General, por la resolución 61/106.  

Convenio Nº 159 de la OIT de fecha 01/06/1983

3.3
Organismos e Instituciones Públicas y Privadas que atienden a la Discapacidad.

3.3.1
Organismos Públicos:

3.3.1.1.
Rectoría de la Discapacidad, Sensibilización a la Comunidad y Apoyo a la Sociedad Civil

3.3.1.1.1
Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado (CNHD)

Origen:
La Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado, (CNHD) es una entidad pública de derecho privado, con personería jurídica, creada por el Art. 10 de la Ley N° 16.095 de fecha 26 de Octubre de 1989, que funciona en la jurisdicción del Ministerio de Salud Pública.

Función: 

Según el Art. 11, le corresponde a la CNHD la elaboración, estudio, evaluación y aplicación de los planes de política nacional de promoción, desarrollo, rehabilitación e integración social del discapacitado, a cuyo efecto deberá procurar la coordinación de la acción del Estado en sus diversos servicios, creados o a crearse a los fines establecidos en la Ley 16.095.
Objetivos Específicos:

Según el Art. 12 la CNHD deberá:

A) Estudiar, proyectar y aconsejar al Poder Ejecutivo y Gobiernos Departamentales, todas las medidas necesarias para hacer efectiva la Ley N° 16.095.

B) Apoyar y coordinar la actividad de las entidades privadas sin fines de lucro que orienten sus acciones en favor de las personas con discapacidad.

C) Estimular a través de los medios de comunicación, el uso efectivo de los recursos y servicios existentes, así como propender al desarrollo del sentido de solidaridad social en esta materia.

D) Proyectar la reglamentación de la Ley N° 16.095 que rige todas sus acciones.

En la actualidad el Parlamento Nacional estudia modificaciones a la Ley, modificaciones éstas que fueron elaboradas por los miembros de la CNHD.

La CNHD también desarrolla varios programas de atención a las PCD, de ellos se destacan los siguientes:

Programa de Ayudas Técnicas: Dirigido a personas de bajos ingresos económicos apuntando ala mejora de la calidad de vida y su inserción educativa y laboral. Luego de un estudio socio-económico familiar, se contribuye en forma parcial o total con el costo de la ayuda técnica solicitada (audífonos, prótesis, bastones, muletas, férulas, ayudas visuales, medicamentos, respiradores, andadores, entre otros elementos)

Servicio de transporte puerta a puerta para personas con movilidad reducida: Bajo esta modalidad, 3 camionetas adaptadas realizan traslados a través de la Ciudad de Montevideo y zonas metropolitanas de aquellas personas que realizan rehabilitación o concurren a su lugar de estudio o de trabajo. Estas unidades realizan aprox. 10.000 traslados al año.

Cursos de capacitación en informática para Personas con Discapacidad Intelectual: Estos cursos se imparten a través de un convenio realizado con la Asociación de Padres de Personas con Discapacidad Intelectual.

Registro Nacional de Personas con Discapacidad: Este Registro tiene por finalidad habilitar a las Personas a presentarse en los concursos o llamados realizados desde la Administración Pública para este segmento de la población, en el período 2005-2006 se duplicó la cantidad de PCD que se habían registrado entre 1996 y 2004.
3.3.1.2
Salud (Promoción, Prevención y Rehabilitación):

3.3.1.2.1 Programa Nacional de Discapacidad (PRONADIS - DIGESA – MSP):

Su finalidad institucional, sus estrategias y líneas de acción se basan en el "Programa de Acción Mundial" y en las "Normas Uniformes para las Personas con Discapacidad" aprobadas por Resolución 37/52 de 3 de diciembre de 1982, de la Asamblea General de las Naciones Unidas y procura más allá de la mejora de la Calidad de Vida de las Personas con Discapacidad "La plena participación en las unidades básicas de la sociedad -esto es, la familia, el grupo social y la comunidad- es la esencia de la experiencia humana. El derecho a iguales oportunidades de participación está consagrado en la Declaración Universal de Derechos Humanos y se debe aplicar a todas las personas, sin excluir a las que tienen discapacidad. Pero, en realidad, se suele negar a éstas la oportunidad de participar plenamente en las actividades del sistema sociocultural en que viven. La exclusión se produce por barreras físicas y sociales, nacidas de la ignorancia, la indiferencia y el temor". 
Políticas y Estrategias Gubernamentales para las Personas con Discapacidad a través del Ministerio de Salud Pública.

· Creación del Programa Nacional de Discapacidad -PRONADIS- en Marzo de 2005 y estrecha coordinación de las diversas estructuras del MSP con la Comisión Nacional Honoraria para el Discapacitado.

· Fortalecer el desarrollo de acciones en el primer nivel de prevención y el relacionamiento con las organizaciones de personas con Discapacidad y de éstas con la comunidad, procurando el empoderamiento y participación.

· Fortalecer las acciones de prevención de accidentes y de enfermedades prevalentes potencialmente discapacitantes a nivel del Sistema Educativo, procurando la creación de Escuelas Promotoras de Salud.

· Procurar la coordinación de actividades con las intendencias Municipales en el marco de las políticas tendientes a lograr "Municipios Saludables", con las Direcciones Departamentales de Salud y con las Organizaciones Sociales vinculadas a la temática.

· Utilización de la estrategia de "Promoción de la Salud" procurando la alfabetización en salud, el empoderamiento de las Personas con Discapacidad, de forma de integrarlas a las decisiones del MSP y favorecer su participación, inclusión social y desarrollo de ciudadanía.

Objetivos del PRONADIS
· Desarrollar un Enfoque Integral de la Atención de la Salud para estas personas.

· Disminuir las situaciones de Inequidad de este colectivo y fomentar la accesibilidad a los Servicios de Salud y al medio físico.

· Mejorar la Calidad de Vida de las Personas con Discapacidad a través de acciones que promuevan la prevención, tratamiento precoz, rehabilitación, integración e inclusión en la Comunidad.

· La Investigación sobre los aspectos médico/sanitarios de la discapacidad y el desarrollo de un Sistema de Información y Orientación para las Personas con Discapacidad.
· La Prevención de la Deficiencia y de la Discapacidad, mediante la coordinación transversal con todos los Organismos e Instituciones del sector Público y Privado. 
· El apoyo y contención de las Personas con Discapacidad.

· El apoyo a la ejecución de las acciones de Atención Temprana dirigidas al niño su familia y su entorno.

· El impulso para la implementación de un Subprograma de Rehabilitación Médica y la Coordinación de los Programas de Rehabilitación Integral y Rehabilitación Basada en la Comunidad.

· La promoción de acciones tendientes a la creación de Hogares para personas con Discapacidad y la reglamentación, evaluación y control de su funcionamiento y de la calidad de sus prestaciones.
Actividades Realizadas y Programadas:

· Participación en charlas y talleres de información/sensibilización /prevención en coordinación con autoridades departamentales de la salud y con la comunidad.
· Formulación y ejecución de Proyectos en las áreas de: información, epidemiología de la discapacidad, educación para la salud, prevención, rehabilitación y de apoyo a las Personas con Discapacidad y sus familias.
· Elaboración de protocolos y guías de rehabilitación y de prevención de enfermedades prevalentes en las Personas con Discapacidad.

· Diseño de campañas de información/sensibilización para difundirse a través de medios de comunicación masiva y medios barriales.

· Unificación de criterios de valoración y clasificación de la deficiencia, discapacidad e incapacidad laboral.

· Presentación del PRONADIS en la sede de la "Presidencia de la República" e inicio de campañas de sensibilización mediante afiches y folletos.

· Participación en la dirección y/o intervención de Centros o Instituciones para la rehabilitación de Personas con Discapacidad: Casa de Gardel, Instituto Nacional de Ciegos General Artigas, Centro de Rehabilitación "Tiburcio Cachón".

· Elaboración de nuevos Objetivos, Programas y Actividades para dichos Centros, acordes con los Planes de Salud vigentes y con la Estrategia de Rehabilitación Basada en la Comunidad.

3.3.1.2.2 Centro de Rehabilitación para Personas Ciegas y con Baja Visión “Tiburcio Cachón”

Este Centro de Rehabilitación Integral (universal y gratuito) que funciona en la órbita del PRONADIS-MSP atiende a adolescentes y adultos con ceguera total o con baja visión congénitas o adquiridas tratando de reinstalar a la persona en un rol activo dentro de la Sociedad.

Este trabajo se realiza en forma coordinada entre un equipo interdisciplinario integrado por técnicos y docentes, el centro brinda técnicas de Orientación y Movilidad, técnicas para las Actividades de la Vida Diaria, un Servicio de Baja Visión por el cual se incrementa el funcionamiento de las capacidades visuales remanentes a través de instrumentos auxiliares y modificaciones del entorno; cursos de lecto-escritura Braille, un servicio de atención domiciliaria para Adultos Mayores, un servicio de apoyo al estudiante, un servicio de comedor para los usuarios, desarrolla un programa de enseñanza en informática, un servicio de impresión Braille, actividades físicas regladas, talleres de reparaciones domésticas, de carpintería y de música entre otros.

En la actualidad el Centro se encuentra en un proceso de desconcentración en la atención a las personas con deficiencia visual y para esto se están implementando 5 Unidades de Rehabilitación Básica en distintas regiones del país.  
3.3.1.2.3 Instituto Nacional de Ciegos “Gral. Artigas”

Es una Asociación Civil sin fines de Lucro creada en el año 1914 que desde entonces trabaja en el área de la rehabilitación integral de las Personas Ciegas, brindando además residencia permanente y transitoria. Actualmente se encuentra intervenida por el Estado y funciona en la órbita del PRONADIS-MSP. En los 2 últimos años la intervención intenta darle un perfil más abierto a la Comunidad y a la Multidiscapacidad así como a actividades deportivas y laborales como parte de la rehabilitación integral que fuera interrumpida durante un período prolongado.
Para esto se está elaborando un Proyecto de Multidiscapacidad con la participación de técnicos y Asociaciones de Padres que será puesto en marcha a la brevedad. También se está en proceso de cesión de parte de su predio a la Mutual de Deportistas Ciegos a efectos de que se construya un Gimnasio y Piscina y en forma conjunta con el Programa de Capacitación Laboral para Personas con Discapacidad   (PROCLADIS) dependiente de la Junta Nacional de Empleo (JUNAE) se ha comenzado a formular un Proyecto de Capacitación Laboral y de Taller Protegido.
3.3.1.2.4 Centro de Rehabilitación “Casa de Gardel”

Este Centro gestionado por el Ministerio de Salud Pública a través del PRONADIS, la CNHD, la Cátedra de Medicina Física y Rehabilitación de la Facultad de Medicina  y la Secretaría de Deportes del Ministerio de Turismo y Deporte atiende personas con deficiencias Neuro-músculo-esqueléticas desde 0 a 65 años de edad a través de un programa de rehabilitación física que incluye entre otras actividades la hidroterapia en 2 piletas cerradas y en el que funciona un equipo médico del MSP apoyado por técnicos fisioterapeutas y profesores de Educación Física y cuenta con el apoyo de la Cooperación Técnica Japonesa (JIICA) que aporta un técnico fisioterapeuta especializado en chicos Down y con PC. La atención es gratuita ponderándose el nivel de vulnerabilidad social de los usuarios.
3.3.1.3
Servicios de Salud  (Tratamiento y Rehabilitación)
En Uruguay los servicios de salud son prestados por instituciones públicas y privadas (seguros de prepago o Instituciones de Asistencia Médica Colectiva). La Administración de Servicios de Salud del Estado (ASSE) ofrece servicios directos a través de diversas Unidades Ejecutoras. Por lo general, el acceso a entidades privadas está limitado a quienes pueden afrontar el seguro médico de pre-pago u otro seguro médico privado. Aproximadamente un 50% de los uruguayos tienen seguros médicos a través de las IAMC. En el Nuevo Sistema Integrado de Salud que se está implementando a partir de Marzo de 2005 se ha considerado especialmente la situación del colectivo de las PCD. Este sistema que busca la equidad en las prestaciones, modificando la anterior situación en la que la calidad de la atención que brindaban las IAMC era notoriamente superior a la que brindaba el sector público, ha establecido una canasta de prestaciones preventivas, curativas y de rehabilitación para todos sus efectores que permitirá una mejora en la calidad de vida de este colectivo. 

El Banco de Previsión Social destina fondos para la atención de la salud de las personas con discapacidad a través de los departamentos de Prestaciones Sociales y Prestaciones Económicas. El departamento de Prestaciones Sociales ofrece apoyo financiero tanto para necesidades institucionales básicas como para proyectos especiales en instituciones con talleres de rehabilitación. El departamento de Prestaciones Económicas ofrece ayudas especiales a los centros dedicados a la atención de personas con discapacidad. El Banco de Previsión Social también financia algunos servicios de rehabilitación en todo el país. 

También se puede acceder a servicios de rehabilitación financiados por el Estado a través del Ministerio de Turismo y Deporte y Ministerio de Salud Pública (a través de la CNHD y PRONADIS) en el Centro de Rehabilitación “Casa de Gardel” y por la Universidad de la República a través de la Facultad de Medicina, el Hospital de Clínicas y la Cátedra de Medicina Física y Rehabilitación.  El Ministerio de Desarrollo Social a través del INAU destina parte de sus recursos a la atención de la salud y la rehabilitación de niños con discapacidad. Las personas con discapacidad pueden acceder a servicios de rehabilitación en instituciones privadas y ONG´s; sin embargo, la oferta de servicios no es suficiente para satisfacer la demanda actual, se encuentra concentrada en la Capital del país y en el Interior está dispersa por lo que será necesario crear nuevos centros de rehabilitación, especialmente para deficiencias visuales ceguera y baja visión en el Interior.

3.3.1.4
Seguridad Social: 

3.3.1.4.1
Banco de Previsión Social:

Prestaciones para las PCD:
Asignación Familiar Doble: Monto mensual que se cobra cada dos meses ($ 420), en el caso de niños con discapacidad, se debe presentar certificado del Patronato del Psicópata. Si cobran la pensión por invalidez, tienen derecho a cobrar asignación sencilla ($ 210).

Ayudas Especiales: Monto mensual en dinero (hasta $ 1.658 aprox.) para rehabilitación y educación especial y reintegro gastos de locomoción para traslado a centros de rehabilitación o enseñanza públicos o privados (cuando es sólo para locomoción es hasta $ 800 aprox.)

Atención Especializada de Salud: Servicios especializados de salud del BPS, para niños y jóvenes con discapacidad, en sus centros de atención y también a través de ciertos profesionales con Ordenes de Tratamiento Externo (OTES) 
Pensión por Invalidez: Es un monto mensual en dinero: $ 2.280 aprox. que se puede otorgar a un niño, joven o persona mayor con discapacidad del 66% o más y que además tenga familia carente de recursos, en situación de pobreza medida a nivel nacional, incluyendo familiares convivientes y no convivientes, además de los directos, hasta suegros/as, cuñados/as, nueras, yernos (excepto en los casos que BPS defina que la discapacidad es severa: cuando se necesita un asistente permanente para la vida cotidiana).

	TOTALES DE PRESTACIONES POR DISCAPACIDAD OTORGADAS POR EL BPS

	PRESTACIÓN
	CANTIDAD

	Pensiones por Invalidez
	45.000

	Jubilaciones por Incapacidad
	45.000

	Subsidios transitorios
	1.100

	Asignaciones familiares Dobles
	2.500

	Ayudas Extraordinarias
	10.000

	Subsidios por Enfermedad
	9.000 por mes

	Prótesis
	4.800 por año

	Lentes
	45.000 por año


3.3.1.5
En el área de la Educación:
En Uruguay, el derecho a la educación se encuentra fuertemente ligado a la tradición democrática del país y a un sistema de enseñanza pública que ha sido modelo en la región sobre la base de los principios de universalidad, gratuidad y obligatoriedad. Sin embargo, tradicionalmente la atención de niños con “necesidades educativas especiales” ha estado encomendada a las Escuelas de Educación Especial.  La formidable expansión inicial de las Escuelas Especiales, llegó a instalar 75 establecimientos en todo el país a mediados de la década del 60, número de escuelas incambiado hasta el momento.
En el campo de la Educación Especial Uruguay ha sido pionero en cuanto a incluir niños ciegos y sordos en las escuelas comunes.  Es en 1985 que el Consejo de Educación Primaria genera un Proyecto de Educación Especial por el que se plantea la eliminación de clases cerradas en escuelas comunes y se pasa a sistema de clases de apoyo para alumnos con necesidades educativas especiales.  Se realizan experiencias pioneras de integración como las llevadas a cabo en la Escuela Nº 70  y en varios Jardines de Infantes, en las que se plantea como objetivo formar y asesorar a los maestros de educación común.

Surge así la figura del “maestro de apoyo” y “maestro itinerante” con las que se intenta dar respuesta a la atención de las necesidades educativas de los niños y niñas integrados a través de una propuesta personalizada en el marco de la escuela común.  Sin embargo desde el punto de vista de los responsables del desarrollo de políticas de inclusión social  para las personas con discapacidad los modelos vigentes siguen provocando segregación y discriminando a los niños con discapacidad.
Es por esto que la Comisión Honoraria del Discapacitado en instancias de generarse en el transcurso del 2007, un Congreso para la Reforma Educativa, presentó un documento que intenta en forma progresiva alcanzar la inclusión de la mayor parte de los niños con discapacidad en las escuelas comunes.  
DOCUMENTOS PRESENTADOS AL DEBATE EDUCATIVO POR LA CNHD

PROPUESTAS PARA EL DEBATE

Presentación

Nuestra presentación al Debate Educativo de los Desafíos de la educación uruguaya,  responde a nuestro  carácter de Comisión Nacional  Honoraria del Discapacitado creada por la Ley Nº 16.095, EQUIPARACIÓN  DE OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, de 26 de octubre de1989.-

En el  Capítulo II el  Artículo  Nº 10, establece su integración;  su carácter de persona jurídica; “Crease a la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado, organismo que funcionará en la jurisdicción del Ministerio de Salud Pública y se integrará de la siguiente forma: Por el Ministerio de Salud Pública, que será su Presidente, o un delegado de él, que tendrá igual función.  Un delegado del Ministerio de Educación y Cultura.  Un delegado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.  Un delegado de la Facultad de Medicina.  Un delegado del Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública.  Un delegado del Congreso de Intendentes.  Un delegado de cada una de las organizaciones más representativas de discapacitados.  Tendrá personería jurídica y domicilio legal en Montevideo y será renovada cada cinco años correspondiendo la iniciación y término de dicho lapso con los del período constitucional de gobierno. Sin perjuicio de ello sus integrantes durarán en sus funciones hasta que tomen posesión los sustitutos”; el Nº 11 sus funciones: elaboración, estudio, evaluación y aplicación de los planes de política nacional de promoción, desarrollo, rehabilitación e integración social del discapacitado, a cuyo efecto deberá procurar la coordinación de la acción del Estado en sus diversos servicios, creados a crearse, a los fines establecidos en la presente ley”;   el Nº 12, específicamente detalla las mismas,  “.. a) Estudiar, proyectar y aconsejar al Poder Ejecutivo y Gobiernos Departamentales todas las medidas necesarias para hacer efectiva la aplicación de la presente ley, b) Apoyar y coordinar la actividad de las entidades privadas sin fines de lucro que orienten sus acciones a favor de las personas discapacitadas, c) Estimular a través de los medios de comunicación el uso efectivo de los recursos y servicios existentes, así como propender al desarrollo del sentido de solidaridad social en esta materia, d) Elaborar un proyecto de reglamentación de la presente ley que elevará al Poder Ejecutivo.  Este dispondrá de u plazo de ciento ochenta días para su aprobación; y el Capítulo VII se dedica a Educación.-

Estudio de la Guía 

El estudio  cuidadoso  de la Guía nos  permite  destacar: que la reforma  “para  elaborar el  documento  que pretende colaborar  en la elaboración de la propuesta  educativa  de  cambio, se incluyen  cinco ejes fundamentales para reflexionar y proponer”.-1.Educación    para todos; 2-Educación  y   ciudadanía; 3.- La educación  en  el modelo  de   desarrollo nacional;  4.- La  educación    uruguaya   en   la  sociedad   del    conocimiento; 5.- La organización de  un Sistema Nacional de Educación”.-

Dentro del eje Educación para todos, presenta el Sistema de Educación Especial, como logro del único nivel de enseñanza, y a  continuación  agrega:

   “Sin embargo, existe una propuesta de integración de niños a clases de educación común que tiene una muy escasa expansión, a pesar de que le Ley 16.095 señala:  “Los discapacitados deberán integrarse con los no discapacitados en los cursos curriculares, desde la educación preescolar en adelante, siempre que esta integración les sea beneficiosa en todos los aspectos”.      

Y se subraya:  “El Debate Educativo que se propone impulsar una educación para todos a lo largo de toda la vida debe considerar la inclusión de las personas discapacitadas en la educación común así como las condiciones adecuadas para ello”.

A partir de esta referencia, la Comisión  Nacional Honoraria del Discapacitado, en cumplimiento de las potestades que le confiere la Ley 16.095, presenta al Debate sus sugerencias en:

Algunos artículos de la  legislación   vigente destacando:

--sus cambios  y las derivaciones de los mismos,

--la proyección en el sistema   educativo

--la necesidad de volver a  restituirle su condición de política de estado

Legislación vigente  destacando sus cambios-
Ley 15.739 de 28 de marzo de 1985. Ley de Educación,

Ley 16.095 de 26 de octubre de 1989,. Protección Integral de los Discapacitados, 

Ley 16.802 de 19 de diciembre de1996.-   Funcionamiento    y    Desarrollo    de “Guarderías“ y Fijación de Cometidos,

Ley 17.378  de  25 de  julio  de  2001.-Reconocimiento  a   la  Lengua   de  Señas Uruguaya como lengua natural de las personas sordas.-

La Ley de Educación,15.739.

Creación  de  la Administración Nacional  de  Educación Pública, Ente  Autónomo con   Personería    Jurídica .

Cometidos

· Extender la  educación a  todos  los habitantes del país, mediante la escolaridad total y  el desarrollo de la   educación permanente;

· Asegurar  una  efectiva  igualdad de oportunidades  para todos los educando

· Organizar y realizar a nivel terciario, la formación y  perfeccionamiento del personal docente.

La  Ley 16.065

· Establece  un sistema de protección integral a las personas discapacitadas tendiente a asegurar   atención médica, educación, etc.;

· Apunta al  logro  de  la equiparación de  oportunidades;

· Crea la Comisión   Nacional Honoraria del Discapacitado;

· El Artículo Nº 34 del Capítulo VII, Educación, establece la incorporación de los discapacitados al currículo común.

· Lo asigna  a Ministerio de Educación y Cultura.- 

La  Ley 16.802 define como “guardería” toda institución, propiedad de persona física o jurídica dedicada a la protección, atención o el cuidado de niño de cualquier edad y condición física o psíquica;

· Le asigna el  control y fiscalización por Comisión Honoraria del MEC;

· Establece  que  deberán incluir en su personal estable, al menos, un maestro de educación primaria u otro profesional de nivel terciario con formación específica en la materia;

· El MEC tomará a su cargo la capacitación de los docentes de las guarderías que atiendan  poblaciones carenciadas si lo solicitan.-

La Ley   17.378.-  Se reconoce a la Lengua de Señas Uruguaya como la lengua natural de  las personas sordas y de sus comunidades en todo el territorio de la República.

Promoverá, a nivel terciario la capacitación de la carrera de Intérprete de Señas Uruguaya  y los mecanismos de certificación  de las instituciones  privadas y a los docentes de las mismas.-

Cuatro leyes que en el término de 15 años proponen cambios esenciales en el Sistema  educativo.-

Destacamos:

1º.- El período de educación institucionalizada debe ser considerado con una extensión  de 16 años: inicial, preescolar, primaria, ciclo básico de secundaria o hasta culminarlo a partir de la legislación existente.

2º.-Subyace a la  formulación del Art.34, el concepto de que el aula de educación es el ambiente natural, para la educación  de todos los niños,  niñas y adolescentes.  Hace efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades y a la participación como persona.-

3º.- Esto significa que la    educación debe planificarse apuntando a la diversidad del alumnado  y a que la misma abarque los aprendizajes que se propone en  “La educación encierra un tesoro”.   La gran reforma educativa que el hombre del Siglo XXI ... la necesidad de  aprender a conocer, aprender a hacer, aprender a  convivir y aprender a ser, todas potenciadas por el  aprender a  aprender.-

4º.- Todas la leyes asignan la responsabilidad de contralor del funcionamiento  a entidades diferentes.-

5º.-  Existen divergencias importantes en  lo referente a la formación de los  docentes, llegándose a admitir que se otorgará título profesional a los formadores de los cuadros.-(Ley  17.378).

La Comisión considera que  la forma de  dar coherencia a la apetencia educacional que tienen  los uruguayos en conocimiento del rol que desempeñó la escuela  en la formación  de  la nacionalidad, la política  educativa debe volver a ser política de estado.

Perdió ese carácter a partir del convenio OPP-BID en el año 1991 a partir del cual pasó a ser una prestación social y a depender del Programa de Inversión Social.

Debe recuperarlo para garantizar su permanencia más allá de los cambios de gobierno (ATNS/SF-3877-UR). 

PROPUESTA PARA LA FORMACIÓN DE LOS DOCENTES

Legislación vigente

La formación de los docentes, en el artículo 13, Inciso 11 de la Ley 15.739 establece: ”Organizar y realizar, a nivel terciario, en  todo el territorio  de  la   república la formación y el perfeccionamiento de los  docentes.-  A los  efectos podrá realizar convenios con la Universidad de la República.-

En el Capítulo II, Organización, (Artículo 3º)

Asegurar la efectiva igualdad de oportunidades para todos los educandos, iniciando desde la   escuela una acción pedagógica y social  que  posibilite  su acceso por igual a  todas las  fuentes de  educación.-

La Ley 16.095.-Equiparación de oportunidades  para personas discapacitadas, en su Artículo 4º, establece  los  derechos  de los discapacitados  dentro  de  las   normas nacionales  vigentes y los convenios internacionales.-

Las otras dos leyes hacen referencia a los docentes con formaciones fuera del  sistema oficial  admitiendo títulos  de nivel terciario  no docentes, emitidos  por  instituciones  no  habilitadas por el Ministerio de Educación y Cultura.-

Formación de los docentes

Los docentes, en especial los maestros, son los profesionales a quienes la sociedad ha asignado la enorme responsabilidad de la formación de las generaciones futuras. 

En consecuencia la reforma a que está abocada nuestra sociedad exige tener conciencia clara de estar formando las generaciones  del Siglo XXI.-

Es imprescindible concientizar que los niños que  nacen en el siglo XXI y los que lo hicieron al final del Sigo XX lo hacen en un mundo muy distinto del nuestro en lo material y económico pero también en lo social, en lo vincular con exigencias y perspectivas  nuevas con un  avance tecnológico de aceleración extraordinaria y científica y cognitivamente diferente.-

Es  necesario tener en cuenta que esos avances  científicos derivados de la revolución Informática, se proyectan en la educación obligando a cambiar dramáticamente la formación de los docentes.-

Los descubrimientos nos obligan a  admitir que nacemos más que nada, para aprender.-

Del conjunto de descubrimientos, nos interesa en educación, los que provienen de

la genética que nos afirma:

· que nacemos filogenéticamente preprogramados para  el aprendizaje:

· que  estos programas, para los humanos se desarrollan en la cultura;

· que los programas no son rígidos;

· que los programas definen potencialidades, tendencias, particularidades;

· que los genes se despiertan en determinado momento del proceso evolutivo, pero necesitan determinadas condiciones para su desarrollo;

· de lo contrario se apagan y mueren, no se vuelven a encender.-

La preprogramación filogenética significa  que el hombre es el único ser en cuya evolución se conjugan genoma y cultura creada a través de millones de años.

Y los descubrimientos en el funcionamiento del cerebro:

que la corteza cerebral (cortex) ,el órgano más importante del organismo humano, se  construye a partir del nacimiento;-que en el niño el cortex  se construye por etapas evolutivas y no adquiere su organización definitiva hasta la edad de 10 o más años; que en su organización tienen papel preponderante las estimulaciones sensoriales; que en ese período se consolida el mapeo cerebral y el funcionamiento de la áreas que determinan nuestros aprendizajes y regulan  las funciones del cerebro durante toda la vida.-que el aprendizaje de la lecto-escritura en la edad escolar determina  diferencias en los mapas y en el funcionamiento cerebral en adultos; los que lo lograron tardíamente (por ej. en campañas de alfabetización)  mantienen las diferencias y acusan déficit aún en la tercera edad

Esto obliga a un cambio total en las ciencias de la educación y en las funciones que competen al profesional de la educación.-

Es necesario asumir que es  en la escuela donde se forja el cerebro de los niños, el futuro del hombre y el porvenir de la humanidad.

Consideraremos, de lo expuesto  algunos vectores (a los que agregaremos otros) para la formación de nuestros docentes:

1. Formación a nivel terciario significa que educación secundaria cumpla con la obligación, en el segundo ciclo de  crear “trayectos que  desarrollen determinadas  competencias  y habilidades fundamentales a través de diferentes contenidos de las diversas asignaturas” para la  docencia.

2. Que la orientación vocacional que se anuncia para un egreso consciente, cuente con la posibilidad de una información  para la carrera docente donde se  incluya  la  formación para la educación en diversidad.-

3. Que en los planes de formación para la docencia  se  considere que la función docente consiste en la elaboración pedagógica  de los elementos de la cultura presentados en secuencia  y adecuación tales, que responda en cada momento a lo  que  el programa genético reclama.-

4. Que el crecimiento físico como el mental tienen su mayor aceleración en los años iniciales de la vida; que la preparación debe ser diversificada para dar la respuesta pedagógica válida.-

5. Que, en la actualidad debe prepararse para la educación inclusiva y  por ende es necesario formar un profesional educador que sea capaz de intervenir y cooperar  en la detección temprana de los problemas  que  observa en los alumnos para la orientación del equipo  profesional.-

6. Que  su función debe ser vivenciada, sobre todo en los niveles iniciales como el integrante del equipo  profesional, que debe ser preparado para  desempeñarse como co-formador del cortex.-

7. Que  la preparación de  los docentes debe  lograr sembrar la idea que la escuela o la clase inclusiva se debe proporcionar a todos sus integrantes cualquiera sea su funcionalidad desde la menos comprensiva hasta la de carácter más destacado,  las oportunidades de  participación y los recursos necesarios para su desarrollo académico y personal.-

8. Que un problema  fundamental es la evaluación del progreso del alumno.- Cada uno debe ser evaluado a partir de un diagnóstico evolutivo para el aprendizaje que tiene determinadas  exigencias para  ser un instrumento confiable y útil.-

El paradigma que surge de la consideración social  como básica en la  educación, determina que el docente debe ser formado para integrar el equipo educativo con el director, el alumno, la familia y el resto del personal del establecimiento, pues todos pueden contribuir en forma explícita  aunque de hecho su contribución  se da en forma más o menos permanente.-

Es necesario que el docente sea preparado para que su función dentro del equipo sea elemento  fundamental y directriz en  determinadas circunstancias para lo cual debe manejar con fluidez las dinámicas del grupo.

Su formación, debe comprender también un ciclo  de formación de grado o sea, un docente con un perfil  propio dentro del área profesional enriquecido por  perfiles específicos para educar en diversidad en las distintas franjas etarias.-

También  debe considerarse  la necesidad de modificar los sistemas de evaluación del rendimiento de las clases en función  de progreso evolutivo de  cada  alumno a partir del diagnóstico. Es una resultante que incluye también al educador el acierto del uso de estrategias y metodologías flexibles, la disposición a considerar a todos los alumnos como expertos, su acompañamiento de cada alumno en sus progresos, etc.-

Esto deriva en la necesidad de  reformulación de sus  conceptos de evaluación, sus instrumentos y sus parámetros  de  interpretación.-

Consideramos que el docente  para esta nueva perspectiva educativa necesita asistencia para lo cual  se impone la Atención dentro del Centro de Recursos (Transformación de la escuela especial) 

· para  discusión de la planificación específica según las características;

· para problemas  que surgen en la evolución de algunos niños

· personal y la implementación adecuada.

Un Centro con  recursos de atención a su Salud Mental, -que responda a la necesidad de “cuidar a los que cuidan”.

Por último surge el problema de la puesta en marcha.-La Ley es de 1989, la Reglamentación inició su periplo en 1995 y aun no lo completó.- El  resultado es que hay una ley de incorporación  (en la actualidad hablamos de inclusión)y la misma no puede figurar en la Reglamentación.-Esto impidió la formación de los docentes.

A  eso se agrega el número de docentes a formar.- Desde la creación del Instituto de Sordos en 1908, siempre los cambios o las creaciones educativas fueron precedidas de la formación del personal docente en el país o en el exterior; en la actualidad la reforma a todo el sistema educativo dentro del cual solamente primaria  tiene números que oscilan alrededor de los  20.000 maestros.-  

La Comisión considera una formación a corto, mediano y largo plazo. El largo plazo, es la formación de los docentes con la base del nuevo paradigma; la puesta en marcha puede estimarse entre 6 y 10 años.(formación, concurso, elección de cargos).-

Corto y mediano es la transformación o la complementación de los docentes en servicio.-

Debe pensarse que no es una  reestructuración de la educación especial, pues comprende a todos los alumnos; tampoco es una cuestión sólo de recursos, aunque éstos la ponen en peligro, y no hay consenso en proceder como en España  apoyando a los docentes  que se entusiasmaron con la propuesta y la pusieron en sus comienzos, voluntariamente en marcha.

Otras propuestas para la Educación Inclusiva
PROPUESTA POLÍTICAS DE INCLUSIÓN

Sobre la Guía General de Discusión de Educación de la Subcomisión de Apoyo Técnico y Documental

Políticas de inclusión (1.4.1. según la Guía de Discusión)

La educación inclusiva debe constituir el centro de la política educativa en tanto es la única capaz de hacer posible el derecho de todos los niños a la educación sin que ello implique su exclusión del sistema regular, la que redunda siempre en exclusión social. Si bien el concepto de "inclusión educativa" está muy documentado y fuertemente avalado a nivel internacional, la educación inclusiva, aunque no es nueva como práctica educativa en nuestro medio, forma parte constitutiva del nuevo paradigma que se viene procesando a nivel mundial y que en nuestro país se viene reclamando con insistencia.(Datos estadísticos recientes informan que el 3% de los niños que nacen por año tienen alguna discapacidad. I.N.E. Encuesta de Hogares 2003-2004)

La educación inclusiva requiere implementar "... la 'educación para todos' flexibilizando las pautas institucionales que condicionan la conducta de docentes y alumnos. Eficiencia y eficacia son sustituidas por conducción personalizada mediante adaptaciones curriculares que permitan progresos sostenidos en los aprendizajes de todos los alumnos. Evaluaciones clasificatorias son cambiadas por autoevaluaciones que constatan progresos o estancamientos en los procesos individuales." (Chango, Colombo, Pastorino, 2005).
Autodirección de los aprendizajes, nuevos vínculos con los padres y la comunidad, docentes y demás funcionarios de la Institución que se integran como grupo cooperativo para buscar soluciones a los problemas de aula, son otros aspectos del nuevo paradigma educativo.

Implementación de las escuelas para la educación inclusiva (1.2.4. y 1.2.5. en la Guía de Discusión)

La Educación Especial y la Común no pueden seguir funcionando como subsistemas diferentes. Puesto que ambas coexisten dentro del mismo sistema educativo es necesario redefinir sus funciones de forma que la primera sea el instrumento que permite a la escuela común cumplir con su responsabilidad de educar a todos, posibilitando el apoyo a cualquier alumno que lo necesite en forma transitoria o más o menos permanente, en algún momento de su vida y según su grado de autonomía, ya sea por problemas físicos, sensoriales, psíquicos, sociales u otros.

Escuela común. Todas las escuelas deberían contar, como mínimo, con un docente especializado y/o un psicopedagogo, y tener la posibilidad de coordinar con los equipos interdisciplinarios asentados en las escuelas especiales (transformadas en Centros de Recursos para el aprendizaje).

La educación inclusiva no requiere recursos diferentes a los habituales en el aula común, sino: -  reestructuración de los materiales didácticos ya existentes; - adecuación de la infraestructura edilicia ; -  acceso a los medios tecnológicos modernos (TICs) ( o sea, accesibilidad basada en el diseño universal).

Escuela especial. Las escuelas especiales deben transformarse en:

1. Centros de Recursos para el Aprendizaje. En ellas tendrán asiento los Equipos Interdisciplinarios, que ofrecerán atención de primer nivel a los niños y familias que lo necesiten (detección precoz de disfunciones, Estimulación Temprana, asistencia psicomotriz, fonoaudiológica, u otras intervenciones específicas), en estrecha relación con los centros educativos. 

2. Espacios para la formación continua, de carácter interdisciplinario, de docentes, técnicos u otros profesionales (por ejemplo, conocer las características del aprendizaje de los niños con funcionalidad comprometida por deficiencias visuales, motrices, intelectuales, auditivas, emocionales, vinculares, sociales, bien dotados).

3. Espacios para desarrollar investigaciones que ayuden a mejorar la calidad de las prácticas.

4. Espacios  zonales de asesoramiento y punto de partida de las intervenciones  que necesiten las instituciones educativas de Ciclo Básico (inicial, primaria, media), ofreciendo recursos humanos y materiales para ello.

Educación Inicial (2.1., 2.1.1. y 2.1.2. en Guía de Discusión)

Al extender la obligatoriedad de la educación a edades inferiores a los 6 años, se crea la oportunidad de detectar tempranamente posibles disfunciones. Así, los equipos interdisciplinarios instalados en los Centros de Recursos (ex -escuelas especiales) podrán intervenir y/o derivar en caso necesario a Centros más especializados de atención (hospitales, Sociedades Médicas, Centros Especializados, etc.).

Evaluaciones. Pasajes de Grado (2.2.2., 2.2.3. y 2.3. en Guía de Discusión)

Se necesita cambiar la forma y fines de la Evaluación: hacerla privada e individual (el Programa es una guía de contenidos a aprender, no debe ser condición para el pasaje de grado). Es necesario cambiar los currículos adaptando los perfiles de salida - haciéndolos individuales -, y coordinar la enseñanza en el aula con la del docente de apoyo existente en el centro educativo, así como la acción de ambos docentes con la del equipo interdisciplinario zonal.

Los pasajes de grado no deben condicionarse al aprendizaje de todos los contenidos programáticos, sino que hay que seleccionarlos (contenidos o asignaturas, según el nivel primario o medio) para que los alumnos con necesidades educativas especiales puedan cumplir el ciclo básico obligatorio en un tiempo cronológico aproximadamente igual al de todos. La maduración del sistema nervioso culmina en esa etapa, por lo que ciertos tipos de aprendizaje, si no tuvieron lugar en ese período, difícilmente podrán ser logrados a posteriori.

Educación y trabajo (10, 10.1. en Guía de Discusión)

Se requiere una articulación entre los niveles de Educación Inicial, Primaria, Secundaria y Técnico-Profesional, desde la orientación hasta la capacitación laboral, que dé oportunidades a  niños y jóvenes - con y sin necesidades educativas especiales - de adquirir una formación básica, y que ésta no se sienta como un fracaso sino como una salida lateral interinstitucional deseable, adecuada a cada diferente situación.

Fuente referida:
CHANGO,L.; COLOMBO,S. y C. PASTORINO  (2005)-"Hacia una ley de transformación de la educación en el Uruguay: inclusión en el sistema educativo de los alumnos con necesidades especiales". Documento enviado a la Comisión de Debate Educativo (C.O.D.E.)

3.3.1.6
Trabajo
Programa de Capacitación Laboral para Personas con Discapacidad (PROCLADIS)

Este programa descentralizado de la Junta Nacional de Empleo y gestionado junto a la Asociación Cristiana de Jóvenes, tiene como propósito promover una política activa de empleo y formación profesional.

El objetivo central es desarrollar igualdad de oportunidades a través de:

a. Capacitación e inserción laboral en el mercado abierto de trabajo (sub-sector privado)

b. Inserción laboral directa en el mercado abierta de trabajo (sub-sector privado)

c. Apoyo a emprendimientos productivos.
El PROCLADIS se financia a través de un Fondo de Reconversión Laboral con el aporte de trabajadores y empresarios de la actividad privada.  Pueden participar del programa todas las personas con discapacidad que tengan entre 18 años de edad hasta el término de la vida laboral activa.  Se privilegia a aquellas personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad social y laboral.
3.3.2
Sector NO GUBERNAMENTAL

3.3.2.1
Organizaciones DE y PARA Personas con Discapacidad:

Existen más de un centenar de organizaciones de y para Personas con Discapacidad en todo el país.

En la actualidad funcionan 2 federaciones de segundo grado: PLENADI y FUAP.

El Plenario Nacional de Personas con Discapacidad (PLENADI) nuclea organizaciones con distintos tipos de discapacidad. Desde el PLENADI se dictan diferentes cursos para personas con discapacidad a través de docentes que aporta el Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública. Estos cursos dirigidos fundamentalmente a jóvenes abarcan cocina, electricidad, teatro, y expresión plástica entre otros.

Desde esta organización de segundo grado se realizan anualmente Encuentros Nacionales en el interior del país desde el año 1987. Por otra parte el PLENADI integra la CNHD.

La Federación de Asociaciones de Padres (FUAP) nuclea asociaciones de padres con hijos con discapacidad intelectual, de todo el país y planifica acciones para la inclusión social de estos. Esta federación actúa con un conjunto de técnicos voluntarios desarrollando diversos talleres a lo largo y ancho del país tratando de fortalecer el movimiento asociativo.

Existen asociaciones en el área de la discapacidad motriz de larga tradición en el país como es el caso de la Organización Nacional Pro Laboral del Lisiado (ONPLI) y el de la Asociación Pro Recuperación del Inválido (APRI).

La primera de las nombradas tiene un fuerte desarrollo en talleres de producción tales como metalurgia, lavandería industrial, imprenta, encuadernación, etc. 

Desde alguno de estos talleres se realizan tareas para el Estado.

También ONPLI cuenta con un importante desarrollo deportivo incursionando fundamentalmente en el Basket sobre silla de ruedas.

En el caso de APRI posee varios talleres ocupacionales, desarrolla algunos micro-emprendimientos comerciales y también incursiona en el área deportiva a través del Basket y el Tenis.

Asimismo se señala la Asociación para el Niño Lisiado “Escuela Roosevelt” de larga trayectoria en el país que atiende discapacidades músculo-esqueléticas hasta los 18 años, brindando servicios de rehabilitación integral.

La Asociación de Rentistas y Pensionistas Vitalicios del Banco de Seguros del Uruguay es la organización que cuenta con mayor número de asociados y asiste  a los trabajadores accidentados cubiertos por el mencionado ente estatal. Atiende a todas las personas que sufren accidentes de trabajo y ofrece diversificados servicios profesionales para amparar a la masa societaria.

El Movimiento Nacional de Recuperación del Minusválido (MONAMI) es otra asociación que desarrolla desde hace años diversos programas y servicios para las PCD tales como: un centro para la vida independiente que forma jóvenes en lo laboral y en lo educativo; un centro de diagnóstico de capacidades para el trabajo y el deporte; un programa de ayudas técnicas; un taller de fotografía y una experiencia en cultivos hidropónicos entre otras actividades. Su filosofía de trabajo está enmarcada en el concepto de rehabilitación basada en la comunidad.

En el área de la discapacidad visual la Unión Nacional de Ciegos del Uruguay (UNCU) aparece como la Asociación Civil con mayor nivel de desarrollo. Ofrece ayudas técnicas para PCD Visual, imparte cursos de Lecto-escritura Sistema Braille y posee un Centro de Asesoramiento Jurídico.

Fundación Braille del Uruguay es otra institución que ofrece varios servicios para la población con discapacidad visual, entre ellos se destacan los siguientes: servicio de atención temprana a niños ciegos y con baja visión; atención pedagógica, psicológica y psico-motriz a niños ciegos y con baja visión en edad escolar; programa del libro hablado y publicaciones en sistema Braille, entre otros.

En el área de la Discapacidad Auditiva existe la Asociación de Sordos del Uruguay que ofrece varios servicios para esta población en procura de la compensación del déficit.

En el área de la Discapacidad Intelectual existen un conjunto de Instituciones (nucleadas en FUAP) que cubren una importante parte de las demandas existentes. Entre otras destacamos la Asociación Down del Uruguay, la Asociación Nacional pro Niño con Retardo Mental (ANR), el Centro Manos Unidas (CEMAU), la Asociación Nuevos Despertares y un conjunto de Instituciones del Interior del país  con servicios similares a las instituciones mencionadas.

Merece especial mención también el Centro de Recuperación de Paralíticos Cerebrales “Escuela Horizonte” que atiende a personas hasta 50 años de edad con Parálisis Cerebral severa y grave. 

En el campo de las Instituciones que atienden personas con trastornos psiquiátricos  se destacan el Centro Psico-social Sur-Palermo, el Centro de Salud Mental Benito Menni y el Grupo la Esperanza.

La Orden de Don Orione de la Iglesia Católica existen 2 Centros de Internación a tiempo completo (Cottolengo Masculino y Femenino) que brindan rehabilitación bio-psico-social a PCD severas y graves sin recursos económicos ni familias continentes. 

En el Interior del país existen un conjunto de Instituciones con un interesante nivel de desarrollo  destacándose Amigos y Padres del Discapacitado de Tacuarembó (APADISTA) que posee una excelente infraestructura y atiende todo tipo de discapacidad; la Asociación de Rehabilitación e Integración del Lisiado (ARIL) que funciona en el Dpto. de Soriano, la Asociación Down de Maldonado, la Asociación de Padres y Amigos del Discapacitado de Florida (APADF) que gestiona el Centro de Rehabilitación “Jacobo Zibil”; la Asociación de Impedidos Duraznenses (ADID), el Centro de Atención al Discapacitado de Nueva Palmira (CADI), la Asociación pro Discapacitado Mental de Paysandú (APRODIME), entre otros.

En todo el territorio nacional existen más de 50 Instituciones Privadas que atienden generalmente discapacidades mentales con otras deficiencias asociadas a través de equipos técnicos multidisciplinarios.

Cabe destacar que todas estas Instituciones cuentan con un fuerte apoyo económico estatal a través de subvenciones brindadas por el Banco de Previsión Social, por el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, por el Ministerio de Salud Pública, por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas entre otros organismos del Estado.    

4. NECESIDADES Y DEMANDAS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

De acuerdo con la filosofía política del actual Gobierno, es decir la de desarrollar políticas involucrando a los propios interesados, se consultó a un conjunto de instituciones nucleadas en las organizaciones de segundo grado en cuanto a las necesidades y demandas más sentidas por el colectivo social de las PCD en el Uruguay de hoy.
Como resultado obtuvimos un conjunto de consideraciones que abarcan un amplio espectro de la problemática de la Discapacidad

En el área de la educación se reclama una Política Educativa cuyo centro sea la Educación Inclusiva que haga posible que todos los niños reciban una educación de calidad y en un contexto acorde a su lugar de pertenencia, es decir en su propio barrio, con sus propios vecinos y amigos para evitar caer en situaciones de exclusión social.

También se solicita una educación personalizada (mediante adaptaciones curriculares) que logre progresos sostenidos en los aprendizajes de todos los alumnos. Asimismo se reclama una nueva formación docente con carga horaria de acuerdo a la jerarquía del tema. 

Se sugiere la formulación de planes de estudio para las ONG´s que atienden la rehabilitación integral para las PCD haciendo énfasis en el período post-escolar, en la preparación para el nivel secundario y para la vida independiente.
Asimismo se reclama la transformación de las Escuelas Especiales como centros de Recursos y Apoyo a la Escuela Regular, la capacitación específica sobre la atención de personas con multidiscapacidad y el trabajo de la escuela con padres y cuidadores.

En el área de la salud se expresa la necesidad de contar con Médicos especialistas que entiendan la temática de la discapacidad asimismo se solicitan planes de estudio en la formación curricular de los futuros Médicos donde se introduzca la problemática de la discapacidad. Asimismo se requiere la creación de centros de rehabilitación en Montevideo e interior del país para la atención de deficiencias neuro-músculo-esqueléticas y sensoriales y la dotación de los mismos con el personal capacitado.

Se señala especialmente la necesidad de implementar un Carné de Salud Ocular indispensable para la detección temprana de dificultades visuales y la prevención de las mismas.

Se señalan carencias dramáticas en el área de la salud bucal y se demandan Programas que atiendan a las personas con discapacidad.

En el área de la información y comunicación se expresa la necesidad de desarrollar campañas de información y sensibilización que permitan comenzar a desterrar las actitudes discriminatorias por parte de la comunidad. Se demanda también la equiparación de posibilidades de acceso a la información para las PCD visual utilizando programas que permitan acceder a los sitios WEB gubernamentales y de otras instituciones públicas.

En el área de protección social y legal las PCD solicitan una política de vivienda  que favorezca la compra o alquiler de inmuebles nuevos o usados a las PCD que como se sabe en su mayoría se encuentran en situación de vulnerabilidad socio-económica.

Se solicita también un adecuado sistema de subsidios que permita a su vez compatibilizarlo con el trabajo remunerado y apoyo económico estatal para la adquisición de tecnologías específicas que permitan una equiparación de oportunidades. 

Otro de los reclamos es la eliminación de aranceles y barreras aduaneras para la importación de materiales específicos para las PCD.

Se requiere el reconocimiento oficial del rol de los Guías Intérpretes, así como la promoción y financiamiento de estos profesionales para las personas sordo ciegas que acrediten la necesidad del servicio. 

Se hace hincapié por parte de las Asociaciones de Padres, en la necesidad de crear Hogares destinados a aquellas personas que carecen de un entorno familiar.

Todas las organizaciones de PCD solicitan la ratificación por parte del Gobierno de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Organización de las Naciones Unidas.

En el área de la formación ocupacional y empleo se solicitan mayores apoyos para la formación de Talleres Protegidos, para la creación de microempresas y también la creación de programas individualizados de habilitación y rehabilitación profesional que permita la inserción o reinserción laboral.  
En el área de accesibilidad al medio físico  se considera indispensable eliminar barreras urbanísticas, arquitectónicas y del transporte a los efectos de lograr una verdadera integración social de aquellas personas que no tienen acceso a  lugares de trabajo, centros de estudio, oficinas públicas, centros de salud, hospitales, clubes deportivos, parques, teatros, cines, etc.   Así mismo se considera imprescindible desarrollar una política de viviendas que contemple la construcción de unidades adaptadas.  Es impostergable lograr que las empresas  de transporte colectivo vayan incorporando progresivamente unidades adaptadas a efectos de permitir el acceso no solamente a las personas con discapacidad sino también a los adultos mayores, en un país en el cual la franja etaria señalada llega a un 14%. 
Se demanda del Ministerio de Transporte y Obras Públicas su participación para lograr la supresión de barreras en todos los organismos públicos. 
En el área de recreación y deporte se solicita la elaboración de una política de estado para la proyección de atetas de alta competición mediante el otorgamiento de becas económicas durante el ciclo olímpico.  También de demandan pensiones graciables para deportistas retirados de la competición, viáticos de representación en torneos internacionales, acceso de alto rendimiento en el exterior, cobertura médica gratuita y apoyo integral de parte de las autoridades competentes.
En el área de cultura se solicita crear espacios de participación en disciplinas tales como: literatura, pintura, teatro, música y danza.
5. MARCO CONSTITUCIONAL Y JURÍDICO PARA LA APLICACIÓN DE LOS DERECHOS DE LA CONVENCIÓN.

El Uruguay cuenta con un conjunto de leyes y decretos que permiten aplicar los derechos de la Convención sin mayores dificultades.  La ley 16.095 (ver Anexo) plantea un sistema de protección integral a las personas con discapacidad que aseguran poder avanzar prácticamente en los distintos capítulos que plantea la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (ver el punto 3.2: Amparo Legal de las Personas con Discapacidad)
6. PRINCIPALES MEDIDAS JURÍDICAS Y PRÁCTICAS ADOPTADAS PARA DAR EFECTIVIDAD A LOS DERECHOS DE LA CONVENCIÓN.
· Reforma de la ley 16.095 (en proceso) 

· Inclusión de la problemática de la discapacidad en el Plan de Equidad del Ministerio de Desarrollo Social

· Dotación de recursos para la creación de un Fondo Rotatorio que permita el desarrollo de los diferentes proyectos presentados por las Organizaciones de PCD
· Desarrollo y fortalecimiento de Programas de Rehabilitación Basada en la Comunidad

· Desarrollo de políticas de fortalecimiento del movimiento asociativo de PCD

· Descentralización de las acciones que permitan el mejoramiento de la calidad de vida de las PCD

· Crecimiento de los Servicios Sociales a efectos de la detección de aquellas personas con discapacidad que no acceden a ningún tipo de servicio

7. FACTORES QUE DIFICULTAN EL PLENO CUMPLIMIENTO DE LOS DERECHOS DE LA CONVENCIÓN.
· La relación entre discapacidad y pobreza ha quedado evidenciada a través del trabajo de campo de las asistentes sociales del Ministerio de Desarrollo Social en la etapa de la implantación del Plan de Emergencia.  El porcentaje medio de discapacidad en el país alcanza al 7.6% y en los sectores que habitan asentamientos irregulares y barrios periféricos, la media alcanza un 23%.  Más de 150.000 personas con discapacidad, son pobres.

· La ausencia de información y de conocimiento de los servicios existentes en los sectores más pobres de la población, impiden a estos llegar a los programas de rehabilitación. 

· El desconocimiento por parte de la comunidad en general de la problemática de la discapacidad genera segregación, y discriminación.  En el país no han existido durante largos años campañas informativas y de sensibilización que permitan un adecuado cambio cultural. 
· Los programas de prevención son escasos e insuficientes.  Se encuentran fragmentados y por lo tanto no cubren suficientemente las necesidades.   La implantación en breve de un nuevo Sistema Nacional Integrado de Salud apunta a superar estas carencias.  

· La falta de oportunidades laborales fundamentalmente en el ámbito privado para las personas con discapacidad es un elemento que atenta contra la inclusión social de este colectivo.

· La carencia de una Educación Inclusiva que permita desarrollar a las personas con discapacidad su potencialidad conjuntamente con el resto de la comunidad, es un factor que también genera exclusión social.

· La falta de coordinación entre las distintas reparticiones públicas dificultan una serie de acciones que permitirían el cumplimiento de los objetivos.

· La heterogeneidad de las normativas municipales en lo que refiere a accesibilidad al medio físico, es un factor que también atenta contra el  desplazamiento de las personas con discapacidad para estas poder acceder a los distintos servicios y al disfrute pleno de su habitat.

ANEXO

Ley Nº 16.095

PERSONAS DISCAPACITADAS

SE ESTABLECE UN SISTEMA DE PROTECCION INTEGRAL

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN:

 SHAPE 



CAPÍTULO I

Normas Generales

Artículo 1º (Objeto de la ley).- Establécese por la presente ley un sistema de protección integral de las personas discapacitadas, tendiente a asegurar a éstas su atención médica, su educación, su rehabilitación física, psíquica, social, económica y profesional y su cobertura de seguridad social, así como otorgarles los beneficios, las prestaciones y estímulos que permitan neutralizar las desventajas que la discapacidad les provoca y les dé oportunidad, mediante su esfuerzo, de desempeñar en la comunidad un rol equivalente al que ejercen las demás personas.

Artículo 2º (Concepto de discapacidad).- Se considera discapacitada a toda persona que padezca una alteración funcional permanente o prolongada, física o mental, que en relación a su edad y medio social implique desventajas considerables para su integración familiar, social, educacional o laboral.

Artículo 3º  (Concepto de prevención).- Prevención es la aplicación de medidas destinadas a impedir la ocurrencia de discapacidades físicas, sensoriales o mentales, o, si éstas han ocurrido, evitar que tengan consecuencias físicas psicológicas o sociales negativas.

Artículo 4º (Concepto de rehabilitación). Rehabilitación integral es el proceso total, caracterizado por la aplicación coordinada de un conjunto de medidas médicas, sociales, educativas y laborales, para adaptar o readaptar al individuo, y que tiene por objeto lograr el más alto nivel posible de capacitación y de integración social de los discapacitados, así como también las acciones que tiendan a eliminar las desventajas del medio en que se desenvuelven para el desarrollo de dicha capacidad.

Se entiende por rehabilitación profesional la parte del proceso de rehabilitación integral en que se suministran los medios, especialmente orientación profesional, formación profesional y colocación selectiva, para que los discapacitados puedan obtener y conservar un empleo adecuado.

Artículo 5º (Derechos).- Sin perjuicio de los derechos que establecen las normas nacionales vigentes y convenios internacionales del trabajo ratificados, los derechos de los discapacitados serán los establecidos en las Declaraciones de los Derechos de los Impedidos y de los Retrasados Mentales proclamados por las Naciones Unidas con fecha 9 de diciembre de 1975 y 20 de diciembre de 1971, respectivamente.

Los discapacitados gozarán de todos los derechos sin excepción alguna y sin distinción ni discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento o cualquier otra circunstancia, tanto si se refiere personalmente al impedido como a su familia.

A esos efectos se reconoce especialmente el derecho:

	A)
	Al respeto a su dignidad humana, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y deficiencias;

	B)
	A disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible;

	C)
	A la adopción de medidas destinadas a permitirle lograr la mayor autonomía;

	D)
	A recibir atención médica, psicológica y funcional, incluidos los aparatos de prótesis y ortopedia, a la readaptación médica y social, a la educación, formación y readaptación profesionales y a su colocación laboral;

	E)
	A la seguridad económica y social y a un nivel de vida decoroso;

	F)
	A vivir el seno de su familia o de un hogar sustituto;

	G)
	A ser protegido contra toda explotación, toda reglamentación o todo trato discriminatorio, abusivo o degradante;

	H)
	A contar con el beneficio de una asistencia letrada competente, cuando se compruebe que esa asistencia es indispensable para la protección de su persona y bienes. Si fuere objeto de una acción judicial deberá ser sometido a un procedimiento adecuado a sus condiciones físicas y mentales.


Artículo 6º (Amparo del Estado). El Estado prestará a los discapacitados el amparo de sus derechos en la medida necesaria y suficiente, que permita su más amplia promoción y desarrollo individual y social.

Dicho amparo se hará extensivo además y en lo pertinente:

	1º)
	A las personas de quienes ellos dependan o a cuyo cuidado estén.

	2º)
	A las entidades de acción social con personería jurídica, cuyos cometidos específicos promuevan la prevención, desarrollo e integración de las personas impedidas.

	3º)
	A las instituciones privadas con personería jurídica, que les proporcionen los mismos servicios que prestan a sus afiliados en general.


Artículo 7º El Estado velará permanentemente por prevenir la discapacidad cualesquiera sea el tipo de ella y fomentará los programas encaminados a erradicar las deficiencias e incapacidades susceptibles de evitarse.

Artículo 8º Declárase de interés nacional la rehabilitación integral de las personas discapacitadas.

Artículo 9º La amplitud de las medidas que se adopten en relación a los impedidos será ajustada en todos los casos, a la naturaleza y al grado del impedimento.


CAPÍTULO II

Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado

Sus cometidos

Artículo 10º Créase la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado, organismo que funcionará en la jurisdicción del Ministerio de Salud Pública y que se integrará de la siguiente forma:

Por el Ministerio de Salud Pública, que será su Presidente, o un delegado de él, que tendrá igual función.

Un delegado del Ministerio de Educación y Cultura.

Un delegado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Un delegado de la Facultad de Medicina.

Un delegado del Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública.

Un delegado del Congreso de Intendentes.

Un delegado de cada una de las organizaciones más representativas de discapacitados.

Tendrá personería jurídica y domicilio legal en Montevideo y será renovada cada cinco años, correspondiendo la iniciación y término de dicho lapso con los del período constitucional de gobierno. Sin perjuicio de ello sus integrantes durarán en sus funciones hasta que tomen posesión los sustitutos.

Artículo 11º Corresponde a la Comisión Nacional Honoraria de Discapacitado la elaboración, estudio, evaluación y aplicación de los planes de política nacional de promoción, desarrollo, rehabilitación e integración social del discapacitado, a cuyo efecto deberá procurar la coordinación de la acción del Estado en sus diversos servicios, creados a crearse, a los fines establecidos en la presente ley.

Artículo 12º Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado deberá específicamente:

	A)
	Estudiar, proyectar y aconsejar al Poder Ejecutivo y Gobiernos Departamentales todas las medidas necesarias para hacer efectiva la aplicación de la presente ley;

	B)
	Apoyar y coordinar la actividad de las entidades privadas sin fines de lucro que orienten sus acciones en favor de las personas discapacitadas;

	C)
	Estimular a través de los medios de comunicación el uso efectivo de los recursos y servicios existentes, así como propender al desarrollo del sentido de solidaridad social en esta materia;

	D)
	Elaborar un proyecto de reglamentación de la presente ley que elevará al Poder Ejecutivo. Este dispondrá de un plazo de ciento ochenta días para su aprobación.


Artículo 13º En cada departamento de la República habrá una Comisión Departamental Honoraria del Discapacitado que se integrará de la siguiente manera:

Un delegado del Ministerio de Salud Pública, que la presidirá.

Un delegado del Ministerio de Educación y Cultura.

Un delegado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Un delegado del Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública.

Un delegado de la Intendencia Municipal.
Dos delegados de las Organizaciones de Discapacitados del departamento.

Podrán existir también Comisiones regionales y Subcomisiones locales, integradas en la forma que fijen, respectivamente, la Comisión Nacional Honoraria y las Comisiones Departamentales Honorarias.

Artículo 14º Las Comisiones Regionales, Departamentales y Subcomisiones Locales tendrán dentro de su jurisdicción, los siguientes cometidos:

	1º)
	Hacer efectiva la aplicación de los programas formulados por la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado.

	2º)
	Evaluar la ejecución de los mismos y formular recomendaciones al respecto.

	3º)
	Ejecutar las demás actividades que por reglamentación se le confieran.


CAPÍTULO III

Políticas especiales

Artículo 15º La protección del discapacitado de cualquier edad se cumplirá mediante acciones y medidas en orden a su salud, educación, seguridad social y trabajo.

Artículo 16º El Estado prestará asistencia coordinada a los discapacitados, que carezcan de alguno o todos los beneficios a que refieren los literales siguientes, a fin de que puedan desempeñar en la sociedad un papel equivalente al que ejercen las demás personas.

A tal efecto, tomará las medidas correspondientes en las áreas que a continuación se mencionan, así como en toda otra que la ley establezca:

	A)
	Atención médica, psicológica y social;

	B)
	Rehabilitación integral;

	C)
	Régimen especial de seguridad social;

	D)
	Programa de educación especial;

	E)
	Formación laboral o profesional;

	F)
	Prestaciones o subsidios destinados a facilitar su actividad física, laboral e intelectual;

	G)
	Transporte público;

	H)
	Formación de personal especializado para su orientación y rehabilitación;

	I)
	Estímulos para las entidades que les otorguen puestos de trabajo;

	J)
	Programas educativos de y para la comunidad en favor de los discapacitados;

	K)
	Adecuación urbana y edilicia.


Artículo 17º Se creará un Servicio de Asesoramiento para dar:

	1)
	Información sobre los derechos de los discapacitados y de los medios de rehabilitación.

	2)
	Orientación terapéutica, educacional o laboral.

	3)
	Información sobre mercado de trabajo.

	4)
	Orientación y entrenamiento a padres, tutores, familiares y colaboradores.


Artículo 18º  Los Ministerios, Intendencias Municipales y otros organismos involucrados en el cumplimiento de la presente ley quedan facultados para proyectar en cada presupuesto las partidas necesarios para cubrir los gastos requeridos por la ejecución de las acciones a su cargo.
CAPÍTULO IV

Constitución del bien de familia y derecho de habitación

Artículo 19º Podrá constituirse el Bien de Familia en favor de un hijo discapacitado por todo el tiempo que persista la discapacidad y siempre que no integre su patrimonio otro bien inmueble, el inmueble deberá ser al casa-habitación habitual del beneficiario.

Artículo 20º Modifícase el artículo 1º del decreto ley 15.597, de 19 de julio de 1984, que quedará redactado de la siguiente forma:

	
	"ARTICULO 1º.- Toda persona capaz de contratar puede constituir en Bien de Familia un inmueble de su propiedad, con sujeción a las condiciones establecidas en la presente. En emancipado o habilitado requerirá autorización judicial".


Artículo 21º  Modifícase el literal c) del artículo 6º del decreto ley 15.597, de 19 de julio de 1984, que quedará redactado de la siguiente forma:

	"c)
	Por el cónyuge sobreviviente y por el cónyuge o los cónyuges divorciados o separados de hecho, a favor de los hijos del matrimonio menores de edad o discapacitados, sobre los bienes propios pertenecientes al constituyente o los gananciales indivisos, conforme al literal b) del artículo 6º del decreto ley 15.597".


Artículo 22º El Bien de Familia podrá dejarse sin efecto cumpliendo con las mismas formalidades que requiere para su constitución, siempre que haya cesado la causa para la cual fue constituido.

Artículo 23º El ex-cónyuge, el cónyuge separado de hecho y el padre o madre natural de hijos reconocidos o declarados tales, que tenga la tenencia de un discapacitado o la curatela en su caso, podrá solicitar para el discapacitado el derecho real de habilitación sobre el caso hasta que persista la incapacidad. Si el cónyuge o cualquiera de los padres naturales del incapaz se negare a prestar el consentimiento, este será suplido de acuerdo al literal B) del artículo 6º del decreto ley 15.597, de 19 de julio de 1984.


CAPÍTULO V

Políticas Sociales

Artículo 24º La asistencia social integrará todos los planes de atención de la salud de los discapacitados.

Artículo 25º La Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado con el apoyo de los Ministerio de Educación y Cultura, Salud Pública y la Universidad de la República, auspiciará la investigación científica sobre prevención, diagnóstico y tratamiento médico de las distintas formas de discapacidad física o mental.

Se investigarán igualmente los factores sociales que facultan o agravan una discapacidad, para prevenirlos y poder programar las acciones necesarias para disminuirlos o eliminarlos.

Artículo 26º Se impulsará un proceso dinámico de integración social, con participación del discapacitado, su familia y la comunidad.

Artículo 27º Se promoverá la progresiva equiparación de las remuneraciones que perciban los discapacitados, beneficiarios del régimen de Asignación Familiar, ya sea pública o privada al área de actividad laboral en que se desempeñen sus padres, tutores u otros representantes legales que corresponda.

Artículo 28º Se fomentará la colaboración de las organizaciones de voluntarios y de las organizaciones de discapacitados en el proceso de rehabilitación integral de éstos y la incorporación del voluntariado organizado en los equipos multidisciplinarios de atención.


CAPÍTULO VI

Salud

Artículo 29º La prevención de la deficiencia y de la discapacidad es un derecho y un deber de todo ciudadano y de la sociedad en su conjunto y formará parte de las obligaciones prioritarias del Estado en el campo de la salud pública y de la seguridad social, ocupacional o industrial.

Artículo 30º El Estado apoyará y contribuirá a la prevención de la deficiencia y de la discapacidad a través de:

	A)
	Promoción y educación para la salud física y mental.

	B)
	Educación del niño y del adulto en materia de prevención de situaciones de riesgo y de accidentes.

	C)
	Asesoramiento genético e investigación de las enfermedades metabólicas y otras para prevenir las enfermedades genéticas y las malformaciones congénitas.

	D)
	Atención adecuada del embarazo, del parto, de puerperio y del recién nacido.

	E)
	Atención médica correcta del individuo para recuperar su salud.

	F)
	Detención precoz, atención oportuna y declaración obligatoria de las personas con enfermedades discapacitantes, cualquiera sea su edad.

	G)
	Lucha contra el uso indebido de las drogas y el alcohol.

	H)
	Asistencia social oportuna a la familia.

	I)
	Contralor del medio ambiente y lucha contra la contaminación ambiental.

	J)
	Contralor de los trabajadores y de los ambientes de trabajo y estudio de medidas a tomar en situaciones específicas, horarios de trabajo, licencias, instrucción especial de los funcionarios, equipos e instalaciones adecuadas para prevenir accidentes y otros.

	K)
	Control de los productos químicos de uso doméstico e industrial y de los demás agentes agresivos.

	L)
	Promoción y desarrollo de una conciencia nacional de seguridad.


Artículo 31º El Ministerio de Salud Pública en acuerdo con la Comisión Nacional:

	A)
	Desarrollará dentro de su Programa de Rehabilitación Médica un sobprograma a través del cuál se habiliten en los hospitales de su jurisdicción, considerando su grado de complejidad y áreas de influencia, servicios especializados de rehabilitación médica, destinados a las personas discapacitadas.

	B)
	Creará servicios de terapia ocupacional y talleres protegidos terapéuticos y tendrá a su cargo su habilitación, registro y supervisión.

	C)
	Promoverá la creación de hogares con internación total o parcial para personas discapacitadas, cuya atención sea imposible a través del grupo familiar y reglamentará y controlará su funcionamiento.

	D)
	Coordinará las medidas a adoptar respecto a la participación de las Instituciones de Asistencia Médica Colectivizada en el Programa nacional de Rehabilitación Integral.

Las Instituciones de Asistencia Médica Colectivizada, nacionales privadas, no podrán hacer discriminación en la afiliación ni limitación en la asistencia a las personas amparadas por la presente ley.

	E)
	Ampliará y reorganizará el Registro creado por la Ley 13.711, de 29 de noviembre de 1968, declarándose al efecto obligatoria la denuncia de toda persona con diagnóstico de discapacitado físico o mental. El Registro proveerá a los servicios públicos que la necesiten, la información necesaria para el mejor cumplimiento de los cometidos de la presente ley.

	F)
	Certificará la existencia del impedimento, su naturaleza y su grado. La certificación que se expida justificará plenamente el impedimento en todos los casos en que sea necesario invocarlo.


Artículo 32º Todo discapacitado tendrá derecho a obtener la prótesis, las ayudas técnicas, y la medicación especial que necesite, con recursos proporcionados por quien la reglamentación lo disponga, a los efectos de adquirir o de recuperar la capacidad de llevar una vida normal en la sociedad.
CAPÍTULO VII

Educación

Artículo 33º El Ministerio de Educación y Cultura facilitará y suministrará al discapacitado en forma permanente y sin límites de edad, en materia educativa, física, recreativa, cultural y social, los elementos o medios científicos, técnicos o pedagógicos necesarios para que desarrolle al máximo sus facultades intelectuales, artísticas, deportivas y sociales.

Artículo 34º Los discapacitados deberán integrarse con los no discapacitados en los cursos curriculares, desde la educación preescolar en adelante, siempre que esta integración les sea beneficiosa en todos los aspectos.

Si fuera necesario se les brindará enseñanza especial complementaria en su establecimiento de enseñanza común, con los apoyos y complementos adecuados. En aquellos casos en que el tipo o grado de la discapacidad lo requiera, la enseñanza se impartirá en centros educativos especiales, por maestros especializados en la materia.

Los programas se adaptarán a la situación particular de los discapacitados.

Artículo 35º Los discapacitados se beneficiarán del derecho a la educación general, reeducación y formación profesional adecuada.

Artículo 36º A los discapacitados cuya incapacidad de iniciar o concluir la fase de escolaridad obligatoria haya quedado debidamente comprobada, se les otorgará una capacitación que les permita obtener una ocupación adecuada a su vocación y posibilidades.

A estos efectos, las escuelas especiales contarán con talleres de habilitación ocupacional atendidos por profesores competentes y equipados en forma adecuada.

Artículo 37º Se facilitará a todo discapacitado que haya aprobado la fase de instrucción obligatoria la posibilidad de continuar sus estudios.

Artículo 38º El Ministerio de Educación y Cultura en todos los programas y niveles de capacitación promoverá la inclusión en los temarios de los cursos regulares la información y el estudio de la discapacidad en relación a la materia de que se trate y la importancia de la rehabilitación así como la necesidad de la prevención.

Artículo 39º Se promoverá la sensibilización y la educación de la comunidad sobre el significado y la conducta adecuada ante las diferentes discapacidades, así como la necesidad de prevenir la discapacidad, a través de las distintas instituciones o cualquier agrupamiento humano organizado.

Artículo 40º Los centros de recreación, deportivos o sociales, no podrán discriminar en el ingreso a las personas amparadas por la presente ley.
CAPÍTULO VIII

Trabajo

Artículo 41º La orientación y la rehabilitación laboral y profesional deberán dispensarse a todos los discapacitados según su vocación, posibilidades y necesidades y se procurará facilitarles el ejercicio de una actividad remunerada.

La reglamentación determinará los requisitos necesarios para acceder a los diferentes niveles de formación.

Artículo 42º El Estado, los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y las personas de derecho público no estatales, están obligados a ocupar personas impedidas que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en una proporción mínima no inferior al cuatro por ciento de sus vacantes. Tales impedidos, gozarán de los mismos derechos y estarán sujetos a las mismas obligaciones que prevé la legislación laboral aplicable a todos los funcionarios públicos, sin perjuicio de la aplicación de normas diferenciadas cuando ello sea estrictamente necesario.

La Oficina Nacional del Servicio Civil controlará el cumplimiento de esta disposición.

Artículo 43º Siempre que se conceda y otorgue el uso de bienes del dominio público o privado, el Estado o de los Gobiernos Departamentales, para la explotación de pequeños comercios, se dará prioridad a los impedidos que estén en condiciones de desempeñarse en tales actividades.

Artículo 44º El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas, establecerá incentivos y beneficios para las entidades paraestatales y del sector privado que contraten discapacitados en calidad de trabajadores, y para las que contraten producción derivada de talleres protegidos, como asimismo facilitará y disminuirá los gravámenes para la exportación de tal producción.

Esos beneficios no significarán, en ningún caso, un deterioro de los derechos de los trabajadores no discapacitados de la misma empresa.

Artículo 45º Corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, entre otros, los siguientes cometidos:

	A)
	Instalar, equipar y dirigir Centros de Rehabilitación Ocupacional para la formación profesional de los discapacitados, en los lugares en que sea necesario, coordinando su acción con los servicios similares del Ministerio de Educación y Cultura.

	B)
	Instalar, equipar y dirigir talleres de producción protegida en los lugares en que sea necesario, para el empleo de los discapacitados que no puedan desarrollar una actividad laboral competitiva.

	C)
	Instalar, equipar y dirigir hogares comunitarios en los lugares en que sea necesario, para aquellos discapacitados que los requiera por carecer de apoyo familiar.


	D)
	Reglamentar e inspeccionar el funcionamiento de los talleres protegidos y hogares comunitarios que instalen las asociaciones de discapacitados u otros con finalidades similares a las expresadas en este artículo.




Artículo 46º Institúyese en la actividad pública y privada el empleo a tiempo parcial, de acuerdo con la capacidad de cada individuo, para aquellas personas discapacitadas que no puedan ocupar un empleo a tiempo completo.

Artículo 47º Las personas cuya discapacitación haya sido certificada por las autoridades competentes tendrán derecho a los beneficios del empleo selectivo que la reglamentación regulará, pudiendo a tal fin entre otras medidas:

	A)
	Establecer la reserva, con preferencia absoluta de ciertos puestos de trabajo.

	B)
	Señalar las condiciones de readmisión por las empresas de sus propios trabajadores una vez terminada su readaptación o rehabilitación profesional.


Artículo 48º En la reglamentación se establecerán los medios necesarios para completar la protección a dispensar a los discapacitados en proceso de rehabilitación. Esta protección comprenderá:

	A)
	Medios y atención para facilitar o salvaguardar la realización de su tarea, así como el acondicionamiento de los puestos de trabajo que ellos ocupen.

	B)
	Medidas de fomento o contribución directa para la organización de talleres protegidos.

	C)
	Créditos para el establecimiento como trabajador independiente.


CAPÍTULO IX

Arquitectura y Urbanismo

Artículo 49º Las instituciones que gobiernen los espacios y edificios de carácter público, así como otros organismos que puedan prestar asesoramiento técnico en la materia, se ocuparán coordinadamente de formular un cuerpo de reglamentaciones que permita ir incorporando elementos y disposiciones que sean útiles para el desenvolvimiento autónomo del discapacitado.

Artículo 50º La construcción, ampliación y reforma de los edificios de propiedad pública o privada, destinados a un uso que implique concurrencia de público, así como la planificación y urbanización de las vías públicas, parques, jardines de iguales características, se efectuará de forma tal que resulten accesibles y utilizables a los discapacitados.

Artículo 51º Las Intendencias Municipales deberán incluir en sus respectivos Planes Reguladores o de Desarrollo Urbano, las disposiciones necesarias, con el objeto de adaptar las vías públicas, parques, jardines y edificios a las normas aprobadas con carácter general.

Artículo 52º  Los organismos públicos vinculados a la construcción o cuyas oficinas técnicas elaboran proyectos arquitectónicos, deberán igualmente cumplir con las normas que se establezcan en la materia.

Artículo 53º Las instalaciones, edificios, calles, parques, jardines existentes y cuya vida útil sea aún considerable, serán adaptados gradualmente, de acuerdo con el orden de prioridades que reglamentariamente se determine.

Artículo 54º Los Entes Públicos habilitarán en sus presupuestos las asignaciones necesarias para la financiación de esas adaptaciones en los inmuebles que de ellos dependen.

Artículo 55º En todos los proyectos de viviendas, se programarán alojamientos cuyo diseño arquitectónico sea adecuado para facilitar el acceso y el total desenvolvimiento de los discapacitados y su integración al núcleo en que habiten.
CAPÍTULO X

Transporte

Artículo 56º  Todas las empresas de transporte colectivo nacional terrestre de pasajeros están obligadas a transportar gratuitamente a las personas discapacitadas en las condiciones que regulará la reglamentación.

Se otorgarán facilidades las empresas privadas para que adopten las medidas técnicas necesarias, tendientes a la adecuación progresiva de unidades de transporte colectivo, con el objeto de permitir la movilidad de las personas discapacitadas.

Artículo 57º Se otorgarán franquicias de estacionamiento a los vehículos de los discapacitados, debidamente identificados.
CAPÍTULO XI

Normas Tributarias

Artículo 58º Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar el pago de la totalidad de los derechos arancelarios a las importaciones de aparatos médicos, de prótesis, de vehículos ortopédicos calificados para uso personal y de ayudas técnicas para ser utilizadas por los discapacitados o las instituciones encargadas de su atención, así como el pago de los derechos arancelarios a las importaciones de artículos, materiales y equipos de formación que requiera los centros de rehabilitación, los talleres protegidos, los empleadores y las personas discapacitadas y los aparatos auxiliares e instrumentos determinados que necesiten los discapacitados para obtener y conservar el empleo.

Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 4 de octubre de 1989.
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